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CONTRIBUCIONES DE RED ACOGE PARA LA OBSERVACIÓN GENERAL SOBRE LOS DERECHOS DE LA NIÑEZ EN EL CONTEXTO DE LA MIGRACIÓN

Red Acoge celebra la iniciativa por parte de los Comités de Naciones Unidas encargados de supervisar la implementación tanto de la Convención sobre Derechos del Niño (CDN) como la Convención sobre Derechos de Trabajadores Migrantes y sus Familiares (CTM), de realizar una Observación Conjunta sobre un tema de vital transcendencia, como es el fenómeno de la migración internacional y su impacto en los derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes (NNA).

En primer lugar, compartiendo la recomendación del Comité de los Derechos del Niño, en su 55º período de sesiones de octubre de 2010, debemos destacar la importancia de la ratificación de la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares por parte del Estado español, como instrumento necesario para reforzar el sistema de defensa y cumplimiento de los derechos humanos a nivel nacional de un colectivo tan  vulnerable.

En relación a los temas propuestos para ser examinados en la Observación General Conjunta, desde Red Acoge queremos destacar ciertas cuestiones en base a los siguientes derechos recogidos en ambas convenciones:

- Derecho a un nivel de vida adecuado (art. 45 CTM; art. 27 CDN)
La situación de grave crisis económica vivida en nuestro país los últimos años ha tenido un impacto directo fortísimo en los trabajadores extranjeros y sus familias, situando a muchos niños y niñas por debajo del umbral de la pobreza. En este sentido, han sido muchos las personas extranjeras que, debido a la pérdida de sus empleos, no han tenido posibilidad de renovar sus autorizaciones de residencia y trabajo, llevándoles no solo a una situación de irregularidad administrativa sobrevenida sino también a la pérdida de recursos económicos suficientes para poder garantizar un nivel de vida adecuado a sus hijos. 
Esta problemática ha sido subrayada tanto por el Comité de los Derechos del Niño, en su 55º período de sesiones de octubre de 2010, como por el II Plan Estratégico Nacional de Infancia y Adolescencia 2013 - 2016 (II PENIA). Este último, que define las líneas estratégicas de las políticas de infancia con el objetivo de dar un efectivo cumplimiento a la CDN, reconoce que el gasto social en protección familiar en España sigue siendo uno de los más bajos de la Unión Europea y las cifras de pobreza infantil son muy preocupantes. 
Esta cuestión, junto con la exclusión social de la infancia, dada su naturaleza multidimensional, deben ser abordadas de forma integrada: apoyando a las familias con hijos, fomentando el acceso al mercado laboral de los padres y madres, respaldando a 

los hogares con bajos ingresos, y facilitando el acceso a servicios de calidad (sanitarios, educativos, vivienda y entorno favorable) entre otros. Sólo con este enfoque holístico, afirma el II PENIA se conseguirá reducir la tasa de pobreza y exclusión social de los niños y se favorecerá su bienestar.   

- Derecho a la Libertad Personal -no detención- (arts.16,17 CTM; art.37 CDN)
  Derecho a la Integridad Física (art. 10 CTM; arts. 19, 37, 39 CDN)
  Garantías de debido proceso y Acceso a la justicia (arts. 16, 17 CTM; art. 12, 40 CDN)

Estos artículos debemos conectarlos con otros derechos relacionados como son el derecho de asilo y el derecho de no expulsión o non refoulement, y cuestiones como los métodos utilizados para determinar la edad de los niños no acompañados, temas tratados tanto por el Defensor del Pueblo como por el CDN, entre otros.

En cuanto al acceso a los procedimientos de asilo  de los menores no acompañados que llegan a España, fundamentalmente a través de la frontera sur, ya la Observación General No. 6 del Comité de los Derechos del Niño: Trato de los menores no acompañados y separados de su familia, señala con rotundidad que los Estados deben respetar las obligaciones de no devolución de los instrumentos internacionales de derechos humanos, del derecho humanitario y el relativo a los refugiados y, en particular, deben atenerse a las obligaciones recogidas en la Convención de 1951 sobre los Refugiados y en la Convención contra la Tortura. 
Igualmente, en materia de acceso a los procedimientos de asilo, hay que poner de manifiesto el escaso número de solicitudes de asilo formuladas por menores de edad no acompañados.

En España si bien la normativa en materia de extranjería señala que tan sólo se devolverá a los menores no acompañados en aquellos casos en los que la devolución se haga a su familia biológica o cuando el estado de nacionalidad tenga unos servicios sociales adecuados, encontramos que la normativa está encaminada más a la entrega de los menores que a su protección.
    
Sobre la determinación de la edad de los menores, la actuación de las fuerzas de seguridad del estado (fundamentalmente de la Guardia Civil) en el trato a menores y sobre todo en las llamadas expulsiones en caliente, han propiciado la expulsión de menores legados a España que no han sido identificados como tales puesto que se les ha devuelto sin las debidas garantías legales dado que no han tenido acceso a procedimiento.
Asimismo, encontramos irregularidades en los procedimientos sobre la determinación de la edad de los menores no acompañados. En este tema, el monográfico del Defensor del Pueblo del 2011 recuerda el principio de vital importancia sobre la presunción de 

minoría de edad en caso de duda y reconoce que según investigaciones realizadas los menores no son informados por los servicios policiales sobre el procedimiento y tampoco parece recabarse el consentimiento de los interesados para la realización de las mismas. El beneficio de la duda sobre la edad del individuo, explica el Informe del Defensor, adquiere especial relevancia en los supuestos en los que existen indicios de necesidades de protección internacional.

 Hay que tener presente que los menores en esa situación tienen dificultades para salir de sus países, viéndose en ocasiones obligados a utilizar documentación falsa o recurrir a redes de tráfico de personas. Sobre este último supuesto, el Convenio del Consejo de Europa sobre la lucha contra la trata de seres humanos, establece que, en caso de que no exista seguridad sobre la edad de la víctima, y cuando existan razones para creer que se trata de un menor, tendrá la consideración de tal y se le concederán medidas de protección específicas a la espera de que se pueda comprobar su edad. 

Por su parte, el Tribunal Supremo ya ha consolidado una doctrina que establece que en aquellos casos en los que los menores de cuyo pasaporte o documento de identidad se desprenda su minoría de edad no puede ser considerado un extranjero indocumentado por lo que no debe ser sometido a pruebas complementarias de determinación de la edad, pues no se debe cuestionar -sin una justificación razonable- la validez del pasaporte. En 2015 el Informe del Defensor del Pueblo señala que se han conocido otras nueve resoluciones del Tribunal Supremo en el mismo sentido. Sin embargo, pese a la doctrina jurisprudencial, continúan recibiéndose quejas acerca de la incoación de procedimientos de determinación de la edad a menores que cuentan con documentación acreditativa sobre su minoría de edad.

Señala también el Defensor del Pueblo que se han tramitado quejas de malos tratos recibidos en los centros de acogida y de emergencia, y condiciones poco adecuadas. Durante el año 2015 el Defensor del Pueblo visitó el Centro de Menores Fuerte de la Purísima de Melilla, destacando el alto grado de ocupación del centro, la necesidad de mejora de las instalaciones, así como las dificultades detectadas para la escolarización regular de los menores. En todas estas circunstancias se están obviando la máxima que debe primar ante cualquier hecho, como es el interés superior del niño y su protección. 

Por último recordar en este apartado los problemas del Registro de Menores Extranjeros No Acompañados, que no logra la individualización de los interesados o el seguimiento de su situación y movilidad, impidiendo por consiguiente la existencia de estadísticas fiables sobre los menores extranjeros no acompañados en España. Resulta imprescindible considerar asimismo la situación de desamparo, desprotección e irregularidad administrativa en la que se quedan dichos menores una vez cumplida la mayoría de edad.



- Derecho a la educación y a la formación profesional (arts. 30, 43, 45 CTM; arts. 28, 29 CDN)
  Igualdad y no discriminación (arts. 1, 7 CTM; art. 2 CDN)

En lo referente a la educación, es el II PENIA en su objetivo 6 el que señala la importancia de garantizar una educación de calidad para todos, atendiendo a la diversidad, avanzando en la interculturalidad y el respeto a las minorías.
Es destacable el rápido aumento del porcentaje de alumnos extranjeros, que actualmente constituyen el 10,02% del alumnado, así como la distribución de los mismos, muy desigual puesto que en algunos centros escolares casi el 90% del alumnado es extranjero, frente a otros donde no hay ninguno o muy pocos. Consideramos que este hecho debe ser tratado con suma atención pues hay que evitar la división de centros escolares por población extranjera y autóctona, lo que conlleva además a falsas creencias sobre la calidad de la enseñanza según sea mayor el alumnado extranjero. Al contrario, consideramos básico para un buen sistema educativo defender valores como la riqueza de la diversidad, la equidad y la no discriminación con el objetivo de formar una sociedad homogénea donde prime la igualdad de oportunidades.  
Para finalizar, mencionar la necesidad expuesta en el último Informe del Defensor del Pueblo del 2015, que solicita expresamente el diseño de un programa educativo específico para los menores que se encuentran en el Centro de Estancia Temporal (CETI) de Melilla. 
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